


































































































                                                                                                                           
TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA No. 1100131050242022– 0016700 

HELVER ENRIQUE HERNANDEZ BOHADA 
 contra AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS 

1 

 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ D.C. 

 
Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 

11001310502420220016700 
  
Bogotá D.C., a los tres (3) días del mes de mayo de dos mil veintidós 
(2022) 
 
El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver 
de fondo la Acción de Tutela instaurada por HELVER ENRIQUE HERNANDEZ 
BOHADA, identificada con la cédula de ciudanía N° 11.518.741, en contra de la 
AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS, por la presunta vulneración de sus 
derechos fundamentales de petición y debido proceso.  
 
 ANTECEDENTES  
 
HELVER ENRIQUE HERNANDEZ BOHADA, aduce que tramitó y terminó 
proceso de deslinde y amojonamiento ante el Juzgado Promiscuo Municipal de 
Topaipi con radicado No. 25823408900120170005200, a fin de actualizar linderos 
de un inmueble de su propiedad, denominado EL GUAMAL, el cual lo adquirió 
mediante escritura pública No. 1808 del 04 de agosto de 2015, otorgada en la Notaria 
33 del Círculo de Bogotá, con código catastral Nro. 
258230002000000020028000000000, e inscrito con la matrícula inmobiliaria 
No. 170 - 13965 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pacho. 
 
Que en el proceso tramitado se profirió sentencia anticipada parcial el 19 de marzo 
de 2021, en la cual se reconoció que el predio Laguna Verde, es un predio baldío el 
cual no cuenta con datos catastrales suficientes y carece de matrícula inmobiliaria, y 
la Señora NUBIA ALVAREZ GARZON y los demás demandados como herederos de 
FLORENCIO ALVAREZ, no son propietarios del predio y tampoco ejercen posesión 
y tenencia que acredite derechos sobre los mismos, siendo desvinculados del proceso 
y ordenando vincular a la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS, como litisconsorte 
necesario al ser la entidad encargada de regir y administrar los baldíos en Colombia. 
 
Continúa señalando que la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS, fue notificada como 
litisconsorte necesario, guardando dicha entidad silencio al no hacerse presente en 
el citado proceso, el cual continúo hasta sentencia, que hizo tránsito a cosa juzgada, 
disponiendo el Juzgado Municipal de Topaipí en relación al predio LAGUNA 
VERDE, por ser un predio baldío, no actuaría en el amojonamiento material,  por lo 
cual ese Juzgado no fijaría ni fijará los hitos o mojones limítrofes entre su predio EL 
GUAMAL  y el baldío LAGUNA VERDE, por corresponderle a la AGENCIA 
NACIONAL DE TIERRAS. 
 
Agrega que como consecuencia de la decisión proferida radicó derecho de petición el 
día 31 de agosto de 2021 ante la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS, solicitando 
que se procediera con la fijación de los mojones, al que se le dio respuesta el día 15 
de octubre de 2021 anunciándosele que esa entidad se ocuparía del asunto; el día 30 
de noviembre de 2021 elevó un recordatorio ante la AGENCIA, la cual, el 23 de 
diciembre de esa anualidad, le da nuevamente respuesta de manera formal, sin que 
a la fecha se haya dado solución a lo requerido. 
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Agrega, que no existiendo otro mecanismo para obtener de la AGENCIA NACIONAL 
DE TIERAS el cumplimiento de su deber, requiere la intervención del Juez de Tutela 
para que disponga el cumplimiento de lo dispuesto dentro del proceso de deslinde y 
amojonamiento que curso ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Topaipí y que 
corresponde al contenido del derecho de petición elevado. 
 

SOLICITUD 
 
HELVER ENRIQUE HERNANDEZ BOHADA, requiere que se tutele su 
derecho fundamental de petición; y, en consecuencia, se ordene a la AGENCIA 
NACIONAL DE TIERRAS, que cumpla lo solicitado en el derecho de petición de 
fecha 31 de agosto de 2021, en aras que procedan a la fijación material de los hitos o 
mojones que delimitan los predios EL GUAMAL y el baldío LAGUNA VERDE, en 
cumplimiento de la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo Municipal de 
Topaipí de Cundinamarca.  
 

ACTUACIÓN PROCESAL 
 
Radicada la tutela y repartida el 19 de abril de 2022, se admitió mediante providencia 
de la misma fecha, ordenando notificar a la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS, 
concediéndole el término de veinticuatro (24) horas para pronunciarse sobre los 
hechos que le dieron origen. 
 

RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
 
El Doctor ÁLVARO ALEJANDRO RUANO RUÍZ, apoderado de la AGENCIA 
NACIONAL DE TIERRAS, manifestó que al interior de la entidad la encargada de 
atender el derecho de petición relacionados con los procedimientos de delimitación 
de bienes baldíos rurales es la Subdirección de Procesos Agrarios y Gestión Jurídica, 
por tanto, la Oficina Jurídica requirió a dicha Subdirección para que informara el 
trámite realizado frente al procedimiento del actor. 
 
Que la Subdirección de Procesos Agrarios y Gestión Jurídica a través de memorando 
N°  20223200112883 del 22 de abril de 2022, manifestó como se evidencia a folio 3 
que  el accionante con el fin de actualizar los linderos del inmueble de su propiedad 
EL GUAMAL, ubicado en la jurisdicción del municipio de Topaipí en el 
Departamento de Cundinamarca, formuló demanda de deslinde y amojonamiento 
siendo conocida por el Juzgado Promiscuo Municipal de Topaipí, que en el trámite 
surtido se determinó que los demandados no contaban con título de adquisición, ni 
folio de matrícula respecto del predio LAGUNA VERDE, en tal sentido, el Juzgado 
ordenó oficiar a dicha entidad y la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 
Pacho a fin de verificar la naturaleza jurídica del predio LAGUNA VERDE. 
 
Que la entidad remitió oficio al Juzgado el día 20 de junio de 2019, manifestando 
que consultaron el aplicativo de baldíos de la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS, 
no encontrando información relacionada con los señores NUBIA ALVAREZ 
GARZON, JAIRO ALVAREZ GARZON y LEOPOLDO ALVAREZ GARZON respecto 
al predio denominado LAGUNA VERDE, que también consultaron la cédula 
catastral No. 00-02-00-00-002-0034-000 en el Sistema Nacional Catastral del 
IGAC, y el resultado fue que el mismo no tiene folio de matrícula inmobiliaria, 
presumiéndose como un bien baldío que se encuentra en aparente posesión del señor 
ALVAREZ FLORENCIO SUC. 
 
Continúa indicado que por lo señalado por la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS y 
los demás elementos probatorios allegados al proceso de deslinde y amojonamiento, 
mediante sentencia anticipada de fecha 19 de marzo de 2021, el Juzgado Promiscuo 
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Municipal de Topaipí resolvió declarar probada la excepción de mérito de FALTA DE 
LEGITIMACIÓN POR PASIVA propuesta por el apoderado judicial de los 
poseedores del predio LAGUNA VERDE; indica que en la sentencia referida no se 
emitió orden alguna a la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS. 
 
Mediante acta del 26 de marzo de 2021 del Juzgado Promiscuo Municipal de Topaipí, 
declaró en firme el deslinde y amojonamiento en la línea divisoria, existente entre 
los predios en conflicto, ordenado las entregas correspondientes, ordenó la 
cancelación de la demanda en los folios de matrícula 170-13965, 170-20989 y 170-
11414 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pacho, ordenó la 
inscripción de la sentencia en dichos folios y el archivo de las diligencias, no 
observando orden alguna que cumplir por parte de la AGENCIA NACIONAL DE 
TIERRAS. 
 
El 31 de agosto de 2021 con radicado No. ANT No. 20216201498402, el accionante 
solicitó que, en obedecimiento a lo dispuesto por el Juzgado Promiscuo Municipal 
de Topaipí, se dispusiera y designaran los funcionarios que debían realizar en 
terreno la fijación de los hitos limítrofes o mojones que señalicen la delimitación 
material entre los predios EL GUAMAL y LAGUNA VERDE, petición a la que la 
entidad le dio respuesta el día 15 de octubre de 2021 con radicado No. ANT No. 
20213201359931, indicándole que previo a fijar los límites del predio, era necesario 
determinar con certeza la naturaleza jurídica del predio LAGUNA VERDE al recaer 
sobre este una presunción de baldío, informándole que la existir duda sobre la 
naturaleza jurídica de un predio o no exista certeza de este, por lo cual se deberá 
adelantar y finalizar procedimiento tendiente a Clarificar la Propiedad, 
procedimiento contemplado en los artículos 60 y 61 del Decreto Ley 902 de 2017, 
constitutivo de 2 fases, la primera fase administrativa a cargo de la ANT y la segunda 
fase judicial a cargo de un juez, señalándole las etapas que se deben surtir. 
 
El apoderado de la accionada, aduce que la entidad se encuentra tramitando el 
Procedimiento de Clarificación de la Propiedad, necesario para determinar la 
naturaleza jurídica del predio denominado LAGUNA VERDE, y en atención al 
derecho fundamental del debido proceso se debe acoger al cumplimiento de las 
etapas propias del Procedimiento Único contemplado en el Decreto Ley 902 de 2017, 
sin poder emitir una respuesta definitiva, hasta que no se cumplan todas las etapas 
procesales que conlleven a una decisión de fondo que en derecho corresponda. 
 
Aclara que los fallos proferidos por el Juzgado Promiscuo Municipal de Topaipí, no 
vincularon a la Agencia Nacional de Tierras, tampoco se dispuso realizar en terreno 
la fijación de los hitos limítrofes o mojones que señalicen la delimitación material 
entre los predios, solo desvincularon a los presuntos poseedores del predio LAGUNA 
VERDE por existir la presunción de baldío. 
 
Continúa manifestando que esta entidad no se ha violado el derecho fundamental de 
petición, por cuanto atendieron las peticiones de fechas 31 de agosto de 2021 con la 
respuesta No. ANT No. 20213201359931 del 15 de octubre de 2021, precisándole que 
previo a fijarlos límites del predio por parte de la entidad, se debía determinar con 
certeza la naturaleza del predio LAGUNA VERDE, indicándole las etapas del 
Procedimiento Único establecido en el Decreto Ley 902 de 2017. Así como que, a la 
petición elevada el 30 de noviembre de 2021, le dieron respuesta con el oficio No. 
ANT No. 20213201754351 del 23 de diciembre de 2021, indicando las gestiones 
adelantadas dentro del trámite. 
 
Finalmente, la Subdirección de Procesos Agrarios y Gestión Jurídica, considera que 
no ha vulnerado el derecho fundamental del actor, ya que los requerimientos fueron 
atendidos por la entidad y notificados mediante correo certificado. 
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También considera que la tutela es improcedente en relación con la presunta 
vulneración al debido proceso, por cuánto el actor la está utilizando indebidamente 
para reprochar el cumplimiento de un fallo civil de deslinde y amojonamiento con 
radicado No. 25823408900120170005200, trámite que debe ser validado por el 
Juez Natural, en el caso por el Juez Promiscuo Municipal de Topaipí, no siendo este 
mecanismo idóneo para validar el cumplimiento de esa decisión, rigiéndose por el 
principio  de residualidad, que únicamente puede ser pretermitido cuando se 
demuestre la ocurrencia de un perjuicio irremediable, no ocurriendo esto en el 
presente caso. 
 
Por todo lo anterior, solicita negar las pretensiones invocadas por HELVER 
ENRIQUE HERNANDEZ BOHADA, y declarar la improcedencia de la acción 
constitucional. 
 

CONSIDERACIONES 
COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el  en 
el artículo 2.2.3.1.2.1  del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del Sector 
Justicia y del Derecho, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela, 
modificado por el Decreto 333 de 2021 que dispone en el numeral 2° “Las acciones 
de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del 
orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces 

del Circuito o con igual categoría…”, como sucede en este caso. 
 
PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA JURÍDICO 
 
Se debe determinar en un primer nivel de análisis, si la AGENCIA NACIONAL DE 
TIERRAS, ha vulnerado el derecho fundamental de petición al señor HELVER 
ENRIQUE HERNANDEZ BOHADA, para lo cual es del caso verificar si la 
respuesta otorgada por la convocada a la petición de fecha 30 de noviembre de 2021, 
cumple con los requisitos desarrollados por la Corte Constitucional y que comportan 
el núcleo esencial del derecho de petición y; en un segundo nivel de análisis si se 
trastocó a la garantía al debido proceso del demandante. 
 

SOLUCIÓN AL PROBLEMA PLANTEADO 
 
Sea lo primero indicar a manera de argumentos introductorios que conforme lo 
dispone el artículo 86 de la Constitución Política y, los reiterados pronunciamientos 
de la Corte Constitucional y aún lo señalado por el Decreto 2591 de 1991, la acción 
de tutela es  un instrumento judicial de protección de los derechos fundamentales de las 
personas cuando estos se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de 

cualquier autoridad pública o, excepcionalmente, de un particular, así como que la 
solicitud de amparo de los derechos fundamentales vía acción de tutela ostenta una 
naturaleza eminentemente residual y subsidiario, de ahí que su procedencia tenga 
el carácter de excepcional al verificarse la existencia de los siguientes escenarios (i) 
cuando el presunto afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, o (ii) cuando, 
existiendo ese medio este carece de idoneidad o eficacia para proteger de forma adecuada, 
oportuna e integral los derechos fundamentales, en las circunstancias del caso concreto. 
Así mismo, procederá como mecanismo transitorio cuando la acción se interponga para 
evitar la consumación de un perjuicio irremediable a un derecho fundamental.  

 
De igual manera y en desarrollo de lo anterior, surge la imperante necesidad que el 
Juzgado en cada caso concreto determine prima facie: (i) la efectiva acreditación de 
la legitimación para hacer parte del proceso por quienes en él se encuentran inmiscuidos, 
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ya sea de quien incoa la tutela (accionante-legitimación por activa-) o de quien se predica 
la presunta vulneración ius-fundamental (el accionado – legitimación por pasiva-); la 
inmediatez con que se acudió a este excepcional mecanismo de protección; (iii) que se trate 
de un asunto de trascendencia constitucional, esto es, que esté de por medio la vulneración 
de un interés de raigambre constitucional; y (iv) la inexistencia de mecanismos ordinarios 
de protección (subsidiariedad). 
  
Puestas así las cosas, para el Despacho es claro que los requisitos de legitimación en 
la causa por activa y pasiva se encuentran satisfechos, en la medida que por un lado 
de acuerdo a lo enseñado por el artículo 86 de la Constitución Política y lo 
consignado en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, el señor HELVER 
ENRIQUE HERNANDEZ BOHADA, se encuentra legitimado para interponer de 
forma directa la acción constitucional que nos ocupa, por cuanto es el titular de  los 
derechos fundamentales que aduce le fueron vulnerados por la convocada a juicio; 
mientras que en lo que respecta a la legitimación en la causa por pasiva, la misma se 
halla satisfecha conforme lo dispone el artículo 5 del mencionado Decreto 2591, al 
ser la accionada una autoridad de naturaleza pública, del orden nacional, encargada 
de los predios baldíos a nivel nacional, y a quien se le enrostra la vulneración de los 
derechos fundamentales de petición y debido proceso invocados por el accionante.  
 
En cuanto a la subsidiariedad, se evidencia que este requisito se encuentra cumplido, 
ya que la Corte Constitucional ha sido enfática en indicar que el ordenamiento jurídico 
colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la 
acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración de este derecho 
fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le 
permita efectivizar el mismo1; por lo que se concluye que quien encuentre que la respuesta 
a su derecho de petición no fue producida en debida forma, ni comunicada dentro de los 
términos que la ley señala,  y que en esa medida vea afectada esta garantía fundamental, 
puede acudir directamente a la acción de amparo constitucional2; de ahí que se 
encuentre superado este requisito en el caso que ocupa la atención del Juzgado. 
 
A igual conclusión se arriba en lo que al cumplimiento del requisito de inmediatez3, 
toda vez que la conducta que dio lugar a la presunta vulneración del derecho 
fundamental en el caso que nos ocupa se generó con ocasión de la respuesta otorgada 
por la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS el 27 de diciembre de 2021, al derecho 
de petición presentado por el accionante con radicado No 20216201498402 del 30 
de noviembre de 2021, mientras que la fecha de presentación de la acción 
constitucional que hoy nos ocupa,  lo  fue el día 19 de abril de 2022, por lo que se 
entiende que se obró en un término razonable, pues la acción se interpuso en un 
tiempo inferior de cuatro (4) meses después de ocurridos los hechos.  
 
Superados entonces los requisitos generales de procedibilidad de la acción 
constitucional, es del caso auscultar lo jurídicamente procedente en lo que respecta 
al derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, 
desarrollado por la Ley Estatutaria 1755 de 2015 y reglado de forma transitoria por 
el artículo 5 del Decreto 491 de 2020, señalando a manera de argumentos 
introductorios que aquel tiene la connotación de derecho fundamental, teniendo 
como núcleo esencial “i. la pronta resolución; ii. la respuesta de fondo; y iii. la 
notificación de la respuesta; contando de igual manera como elementos estructurales los 
siguientes: i. el derecho de toda persona a presentar peticiones ante las autoridades por 
motivos de interés general o particular; ii. la posibilidad de que la solicitud sea presentada 
de forma escrita o verbal; iii. el respeto en su formulación; iv. la informalidad en la 
petición; v. la prontitud en la resolución; y vi. la habilitación al Legislador para 

                                                           
1 Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017 y T-451 de 2017 entre otras. 
2 Ibídem 
3 La acción de tutela también exige que su interposición se lleve a cabo dentro de un plazo razonable, contabilizado a partir del momento 

en el que se generó la vulneración o amenaza del derecho fundamental, de manera que el amparo responda a la exigencia constitucional de 
ser un instrumento judicial de aplicación inmediata y urgente (CP art. 86), con miras a asegurar la efectividad concreta y actual del derecho 

objeto de violación o amenaza. Este requisito ha sido identificado por la jurisprudencia de la Corte como el principio de inmediatez. 
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reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos 
fundamentales4”. 
 
De igual manera la Corte Constitucional ha indicado que para dar por atendidas las 
solicitudes elevadas en los términos antes descritos, se requiere de una contestación 
plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que el 
particular ha obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la 
misma sea favorable o no a sus intereses5.  
 
Aclarado lo anterior, y de lo aquí discurrido, el Juzgado encuentra probado los 
siguientes hechos relevantes: 
 
a.- El 30 de noviembre de 2021, el accionante en ejercicio del derecho de petición 
(folios 56 a 57 del escrito de tutela), solicitó a la Agencia Nacional de Tierras, lo 
siguiente: 
 

“a.   Que a la mayor brevedad se disponga, designe y encargue al funcionario o 
funcionarios que deban realizar en terreno la fijación de los hitos limítrofes o 
mojones que señalicen la delimitación material entre los predios “El Guamal" de mi 
propiedad y el terreno baldío conocido como “Laguna Verde”, ubicados en la vereda 
Mata de Ramo del municipio de Topaipí, departamento de Cundinamarca, y 
 
 b.   Que dado el contenido de la respuesta  inicial, se me informe, también a la mayor 
brevedad, la cronología  de  las  distintas  actividades  realizadas  hasta  ahora  por  
esa  entidad tendientes  a resolver lo pedido y de las que se hallen programadas  con 
el mismo propósito a fin de hacerle seguimiento  y lograr que se me satisfagan los 
derechos que tengo como ciudadano propietario del predio  EL GUAMAL,  inmueble  
conocido  y  determinado  conforme  a los antecedentes  del mencionado proceso 
judicial y en el expediente que este Derecho de Petición ha dado lugar.”. 
 

b.- La Agencia Nacional de Tierras, dio respuesta al derecho de petición del 30 de 
noviembre de 2021, mediante Radicado No. 20213201754351 del 23 de diciembre de 
esa misma anualidad (fls. 25 a 26 escrito contestación), informándole al accionante 
que: 
 

“Al validar la información brindada en la petición de la referencia, es pertinente 
recordar que, no es posible adelantar el trámite pretendido por usted hasta tanto no 
se determine con certeza la naturaleza jurídica del predio “LAGUNA VERDE” 
identificado con cédula catastral No. 25-823-00-02-0002-0034-000 sin Folio de 
Matrícula Inmobiliaria, toda vez que sobre el cual recae una presunción de baldío. 
Así las cosas, se debe adelantar y finalizar un Procedimiento Único tendiente a 
Clarificar la Propiedad, el cual concluye a través de un acto administrativo 
debidamente motivado, el cual es sujeto de recursos. 
 
Ahora bien, esta situación se indicó mediante oficio con radicado ANT No. 
20213201359931 de fecha 15 de octubre de 2021, manifestando que, se debe adelantar 
un Procedimiento Único tendiente a Clarificar la Propiedad del bien, el cual tiene 
como objetivo, determinar la naturaleza jurídica de un predio, es decir, establecer si 
un determinado bien es de propiedad privada o, por el contrario, es un baldío de la 
Nación. Asimismo, se describieron las etapas procesales que consagra el Decreto Ley 
902 de 2017, y a su vez se manifestó que, en atención al derecho fundamental del 
debido proceso, la Subdirección de Procesos Agrarios y Gestión Jurídica debe 
acogerse al cumplimiento de las etapas propias del Procedimiento Único, sin poder 
emitir una respuesta definitiva hasta tanto no se cumplan las etapas procesales que 
conlleven a la decisión de fondo que en derecho corresponda, cobrando de esta 
manera especial importancia este derecho en el trámite de los procedimientos 
especiales agrarios. 

                                                           
4 Corte Constitucional, sentencias C-007 de 2017 y T-451 de 2017. 
5 Corte Constitucional, Sentencia T-369 de 2013. 
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Ahora bien, en virtud de petición contenida en el literal a. de su solicitud es 
importante señalar:  
 
Que de conformidad con el Decreto Ley 2363 de 2015, en su numeral 1 artículo 21, se 
le asigna expresamente la competencia a la Subdirección de Procesos Agrarios y 
Gestión Jurídica, de adelantar y decir (sic) en primera instancia los procesos 
agrarios de clarificación de la propiedad, sin que la misma implique iniciar un 
proceso para reconocer un derecho de dominio, pues la competencia se enfoca en 
definir la naturaleza jurídica de un bien inmueble, resaltando que, si estamos en 
presencia de un baldío, el mismo sería remitido a la Dirección de Acceso a Tierras de 
la ANT quienes son los competentes para evaluar los procesos administrativos de 
adjudicación, previo los requisitos establecidos por el Decreto Ley 902 de 2017 en su 
Título I artículo 4. 
 
En razón de la petición contenida en el literal b. me permito informarle que, frente al 
predio denominado “LAGUNA VERDE” identificado con cédula catastral No. 25-
823-00-02-0002-0034-000 sin Folio de Matrícula Inmobiliaria, se realizaron 
siguientes las gestiones para darle el respectivo impulso, tal como se describe a 
continuación: 
 

 Se elaboró un Informe de Identificación Predial –IP- de fecha 14 de diciembre de 
2021, en el cual se determinó la ubicación geográfica y espacial del predio objeto 
de estudio, identificando así, los predios colindantes, cruces de capas temáticas y 
áreas aproximadas, de acuerdo con la página del Sistema Nacional Catastral SNC 
del IGAC. 

 
En virtud de lo anterior, se requirió y ofició a diferentes entidades, con el fin de 
incorporar la documentación necesaria que permitiera adelantar el estudio de 
clarificación de la propiedad rural del predio LAGUNA VERDE de la siguiente 
manera: 
 

 Oficio ANT No. 20213201724481 de fecha 17 de noviembre de 2021, se solicitó a la 
Secretaría de Planeación e Infraestructura Física de Topaipí – Cundinamarca, 
Certificado de Uso de Suelo. 

 Oficio ANT No. 20213201753051 de fecha 23 de noviembre de 2021, se solicitó a la 
Notaría Primera de Zipaquirá – Cundinamarca, copia de las Escritura Pública 
No. 945 de fecha 23 de agosto de 1971 (Antecedente del FMI No.170-20989). 

 Oficio ANT No. 20213201753091 de fecha 23 de noviembre de 2021, se solicitó a la 
Notaría Única de Pacho – Cundinamarca, copia de las Escritura Pública No. 638 
de fecha 7 septiembre de 1950 (Antecedente del FMI No. 170-13965); No. 16 de 
fecha 20 de enero de 1972 (Antecedente del FMI No. 170-20989); No. 0752 de fecha 
25 de septiembre de 1984 (Anotación No. del FMI No.170-11414); No. 333 de fecha 
30 de mayo de 1970 y No. 1337 de fecha 11 de diciembre de 1950 (Antecedentes de 
los FMI No. 170-6376 y 170-11414). 

 Oficio ANT No. 20213201753181 de fecha 23 de noviembre de 2021, se solicitó a la 
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos Pacho – Cundinamarca, Certificado 
Especial con Consulta Antiguo Sistema. 

 Oficio ANT No. 20213201723981 de fecha 30 de noviembre, se solicitó al Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi – IGAC-, las Fichas Catastral. 

 
Una vez se obtenga la referida información, el equipo técnico - jurídico de esta 
dependencia evaluará de forma prioritaria la pertinencia de elaborar el Documento 
Preliminar de Análisis Predial – DPAP -, y con ello, el inicio de la Etapa 
Administrativa Preliminar, consagrada en el Decreto Ley 902 de 2017. 
 
Por lo anterior, una vez se tomen las decisiones correspondientes frente al predio de 
la referencia, estas le serán informadas, comunicadas o notificadas según sea el caso, 
de manera oportuna. Así las cosas, se da por atendido el Oficio de la referencia”. 
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La anterior respuesta, fue puesta en conocimiento de la parte actora, conforme se 
evidencia a folio 22 del archivo que contiene la contestación dada a esta acción de 
tutela por la Agencia Nacional de Tierras, hecho que además es aceptado por el actor 
en el escrito tutelar. 
 
Ahora bien, confrontada la contestación emitida por la entidad aquí convocada, es 
evidente que se dio respuesta de fondo al derecho de petición del 30 de noviembre 
de 2021, por cuanto la entidad accionada además de pronunciarse de forma 
oportuna respecto a los requerimientos elevados por el quejoso, resolvió de fondo y 
de manera completa todos y cada uno de los interrogantes planteados por aquel en 
su solicitud.  
 
Nótese que el sustento al que acude el actor para afirmar la vulneración al derecho 
fundamental, radica en la falta de cumplimiento por parte de la AGENCIA 
NACIONAL DE TIERRAS de la fijación material de los hitos o mojones que 
delimitan los predios EL GUAMAL y el baldío LAGUNA VERDE, en cumplimiento 
de la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo Municipal de Topaipí 
Cundinamarca, premisa que resulta equivocada, al partir de una interpretación 
alejada del contenido y alcance de la decisión proferida por el otrora juzgador. 
 
Es así que el Juzgado Promiscuo Municipal de Topaipí de Cundinamarca en 
sentencia del 19 de marzo de 2021, dispuso entre otros apartes declarar probada la 
excepción de mérito de falta de legitimación por pasiva propuesta por la 
demandada del predio LAGUNA VERDE, no sin antes decretar la terminación 
parcial del presente proceso de deslinde y amojonamiento del predio demandado 
LAGUNA VERDE; aduciendo entre otros aspectos la naturaleza jurídica del predio 
LAGUNA VERDE de presumirse baldío y a lo anotado por la Registradora 
Seccional de IPP Pacho – Cundinamarca en la que certificó la Inexistencia del pleno 
dominio y/o titulares de derechos reales sobre el predio "LAGUNA VERDE" 
identificado con la cédula catastral número 00-02-00-00-002-0034-000; no se 
puede verificar a ninguna persona como titular de derechos reales, es evidente la 
falta de legitimación por pasiva de quienes fungen como demandados en 
representación del predio Laguna Verde, y máxime si se tiene en cuenta que de la 
Constitución, la Ley y de la Jurisprudencia salta a la vista que por la naturaleza 
jurídica del bien y al presumirse baldío, incluso se desborda la competencia de esta 
sede judicial, pues el llamado a dirimir cualquier conflicto con este predio es la 
Agencia Nacional de Tierras y no el Juez Civil, porque además de la interpretación 
hermenéutica que hizo la Corte Constitucional del artículo 1 de la Ley 200 de 1936, 
es claro que la calidad de los hermanos ALVAREZ GARZÓN es la de ocupantes, 
hasta tanto no se clarifique la situación del predio, y no de poseedores y menos de 
propietarios, pese a que la comunidad los reconozca como tal, porque esa situación 
se tendrá que ventilar en el momento oportuno, tan es así que los mismo en los 
escritos obrantes en el proceso manifiestan desconocer la forma de adquisición del 
bien por sus antecesores. 
 
De esta manera, los pedimentos del accionante en los términos por el expuestos se 
constituyen en un imposible de cumplir, atendiendo que i. el predio LAGUNA 
VERDE cuya fijación material de los hitos o mojones se pretende, fue excluido del 
litigio ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Topaipí – Cundinamarca, y; ii. el 
predio LAGUNA VERDE debe ser objeto, previa fijación material de hitos o mojones, 
de un proceso de clarificación de la propiedad por parte del Agencia Nacional de 
Tierras, tal y como le fuera informado de manera oportuna; proceso o actuación 
administrativa que comporta el agotamiento de las etapas propias y que se 
encuentran consagradas en el Decreto Ley 902 de 2017, no pudiendo el actor 
pretender sujetar el cumplimiento de dichas etapas a los términos propios del 
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derecho de petición, pues de entenderse así, se pretermiten y desconocen de forma 
injustificada las formas propias de cada proceso que ha diseñado el legislador. 
 
De esta manera, a las claras se demuestra que en el presente asunto no se encuentra 
acreditada la vulneración de los derechos fundamentales reclamados por el 
demandante, por cuanto la accionada emitió respuesta de fondo a la petición del 
actor de acuerdo a lo antes expuesto, motivo por el cual no se accederá al amparo 
invocado y así se dirá en la parte resolutiva de la decisión; aclarándose aquí y ahora 
que el ejercicio del derecho de petición no lleva implícita la posibilidad de exigir 
que la solicitud sea resuelta en un determinado sentido, menos aún que 
sea favorable a lo pretendido por el interesado, pues, se repite, ésta garantía 
fundamental se satisface cuando se da respuesta oportuna, congruente y de fondo a 
la totalidad de los requerimientos elevados por el peticionario y tal respuesta se le 
comunica en debida forma. 
 
Entre tanto, con relación al debido proceso administrativo, resulta pertinente 
recordar que la Corte Constitucional6 ha definido el debido proceso administrativo 
como: (i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la 
administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por 
parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta 
entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y 
legal;  precisando que con dicha garantía se busca “(i) asegurar el ordenado 
funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, 
(iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los 
administrados. 
 
A renglón seguido la corporación, señaló las garantías mínimas en virtud del derecho 
al debido proceso administrativo, como lo son (i) ser oído durante toda la 
actuación,(ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la 
actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la 
participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la 
actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las 
formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción 
de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a 
solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a 
promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso. 
 
Así las cosas, el Despacho de acuerdo a lo antes esbozado no evidencia por lo pronto 
una violación el derecho al debido proceso administrativo, en la medida que en 
primer lugar y como se expuso con anterioridad, a la accionada no se le impuso orden 
alguna en la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo Municipal de Topaipí 
Cundinamarca frente al lote baldío LAGUNA VERDE, y por otro lado, es 
precisamente la accionada la entidad competente que se encuentra surtiendo  las 
etapas propias que componen el procedimiento único tendiente a clarificar la 
propiedad de dicho predio dentro de los límites establecidos por nuestra legislación, 
por lo que el actor deberá atenerse a las etapas y oportunidades previstas en dicho 
trámite; más aún cuando la accionada no ha omitido ninguna de las fases de dicho 
trámite, sino que por el contrario ha informado al actor el estado del mismo y las 
gestiones surtidas dentro de dicho procedimiento. 
 
Por estas breves consideraciones, al no observar violación a los derechos deprecados 
por el accionante, esta funcionaria negará la acción de tutela de la referencia, y así se 
plasmará en la parte resolutiva de esta sentencia.  
 

                                                           
6 Corte Constitucional, sentencia T 010 de 2017. 
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En mérito de lo expuesto el JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ, administrando justicia en nombre del pueblo y por 
mandato de la Constitución. 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: NEGAR el amparo de los derechos invocados por el señor HELVER 
ENRIQUE HERNANDEZ BOHADA, identificado con C.C. 11.518.741, contra la 
AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS, de conformidad con lo expuesto en la 
parte motiva del presente proveído.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión 
a las partes. 
 
TERCERO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, remítase el 
expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de acuerdo con lo 
consagrado en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 
JUEZ 
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